[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




PAGE  
9

INFORME No. 14/12
PETICIÓN 670-06

ADMISIBILIDAD

CARLOS ÁNDRES RODRÍGUEZ CÁRDENAS Y FAMILIA
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I.
RESUMEN
1. El 30 de junio de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por Patricia Carola Cárdenas Sánchez y el Comité Permanente para la Defensa de los Derechos Humanos (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “Ecuador”) por la muerte del niño Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas (en adelante “la presunta víctima”), debido a las deficiencias en el tratamiento médico y la omisión del personal de un hospital público de la ciudad de Guayaquil, Provincia de Guayas, de monitorear su estado de salud después de una intervención quirúrgica, así como la falta de investigación efectiva, encaminada al juzgamiento y sanción de los responsables.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 13 (libertad de pensamiento y expresión), 17 (protección a la familia), 19 (derechos del niño), 24 (igualdad ante la ley), 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial), en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos, contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo la "Convención Americana").  Sostuvieron que la petición es admisible dado que agotaron los recursos internos, al presentar recurso de casación ante la Corte Suprema de Justicia. Por su parte, el Estado alegó que la petición es inadmisible en vista de que la solicitud había sido presentada después del plazo de seis meses a que se refiere el artículo 47.a) de la Convención Americana, así como por la falta de caracterización de posibles violaciones a la Convención Americana conforme a su artículo 47.b), puesto que los tribunales nacionales emitieron una sentencia y la Comisión no puede funcionar como una “cuarta instancia”.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efecto del examen sobre la presunta violación de los derechos de la presunta víctima consagrados en los artículos 4 y 19 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, así como los derechos de los familiares de la presunta víctima contenidos en los artículos 5, 8, 13 y 25, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  Sin embargo, la Comisión declara inadmisible la petición respecto a los artículos 17 y 24 de la Convención Americana. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró la petición el 30 de junio de 2006 y tras un examen preliminar le asignó el número P-670-06.  Asimismo, el 7 de septiembre de 2006 la CIDH recibió una ampliación de la petición. La petición y su ampliación fueron trasladadas al Estado el 28 de agosto de 2008 y se le otorgó un plazo de dos meses para que presentara sus observaciones.  El Estado solicitó una prórroga el 3 de octubre de 2008, la cual fue concedida por la Comisión.  La CIDH recibió la contestación del Estado el 6 de enero de 2009, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.
5. Los peticionarios presentaron observaciones e información adicional el 23 de octubre de 2007, el 4 de noviembre de 2008, el 12 de febrero de 2009, 8 de julio de 2009, el 24 de noviembre de 2009, el 7 de junio de 2010, el 8 de febrero de 2011 y el 1º de marzo de 2011, y el Estado presentó observaciones el 26 de septiembre de 2009. La información adicional y observaciones presentadas por las partes fueron debidamente trasladadas a cada una de ellas.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios

6. Los peticionarios afirmaron que el 14 de noviembre de 2002, el niño Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas, de un año y 11 meses de edad, se encontraba aproximadamente a las 17:30 horas jugando cuando cayó al piso lastimándose la nariz. Agregaron que, cuando Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas empezó a sangrar, su madre decidió acudir al hospital público “Roberto Gilbert Elizalde” de Guayaquil, para que lo revisaran y determinaran si era necesario suturar la herida.
7. Indicaron que la presunta víctima llegó aproximadamente a las 18:30 horas al hospital público sin que le permitieran ingresar a la sala de emergencias, por lo que tuvo que esperar a ser atendido.  Los peticionarios señalaron que la Dra. Jessenia del Pilar Oyarvide Díaz atendió a la presunta víctima con la finalidad de elaborar su historial clínico. Afirmaron que para ese momento, la presunta víctima había dejado de sangrar y estaba jugando.

8. Los peticionarios señalaron que alrededor de las 21:30 horas la presunta víctima ingresó a la sala de emergencias para que el Dr. Víctor Hugo Montalván Cacao valorara si era necesario suturar su nariz. Indicaron que dicho doctor le señaló a la Dra. Jessenia del Pilar Oyarvide que lo suturara con uno o dos puntos, ya que eso sería suficiente.  Los peticionarios afirmaron que, aproximadamente a las 00:20 horas del día 15 de noviembre de 2002, la Dra. Jessenia del Pilar Oyarvide informó a la madre de la presunta víctima que iban a suturarlo, que en 20 minutos le entregarían a su hijo y que no podía ingresar al área respectiva puesto que todo estaría esterilizado.  Alegaron que el hospital público nunca informó a la madre de la presunta víctima que su hijo ingresaría posteriormente al quirófano ni que le sería administrada anestesia general.
9. Indicaron que alrededor de las 3:20 horas del 15 de noviembre de 2002, la Dra. Jessica Támara León Costales comunicó a la madre de la presunta víctima que los médicos saldrían a informarle lo relativo a su hijo.  Señalaron que, 20 minutos después, un doctor informó a la madre de la presunta víctima que su hijo había sufrido un paro cardiorrespiratorio y que estaba en estado de coma.  Agregaron que la madre de la presunta víctima pudo ver a su hijo aproximadamente hasta las 07:00 horas del 15 de noviembre de 2002.  Los peticionarios informaron que Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas falleció el día 4 de diciembre de 2002, después de haber estado varios días en estado de coma.
10. Los peticionarios indicaron que: mientras la presunta víctima estuvo en estado de coma, su madre recibió malos tratos por parte del personal del hospital público; su madre contactó al Dr. Iván Heder Morales Mayorga y al Dr. Hugo Lara Romero, Jefe de Anestesiología, quienes le dijeron que no entendían lo que había ocurrido dado que “todo se hizo como se debió hacer”; su madre se entrevistó con el Dr. Luis Enrique Valenzuela Baquerizo, Director del Hospital “Roberto Gilbert Elizalde”, quién le pidió que no hiciera “tanto escándalo”, porque “dañaba la imagen del hospital”; los funcionarios del hospital público impidieron a la prensa ingresar a las instalaciones; y que un abogado de procedencia desconocida ofreció a su madre un cheque en blanco para que ella ingresara la cantidad que deseara de forma que llegaran a un arreglo económico.
11. Los peticionarios indicaron que la madre denunció lo sucedido al Ministerio Público y que éste inició la instrucción fiscal el 22 de noviembre de 2002.  Señalaron que la instrucción concluyó el 10 de marzo de 2003, cuando la autoridad emitió un dictamen fiscal acusatorio contra el Dr. Gustavo Vicente Bernal Encalada, por homicidio simple, y un dictamen fiscal absolutorio a favor del Dr. Juan Bautista Aguirre Balladares.  Informaron que el Dr. Gustavo Vicente Bernal Escalada y el Dr. Juan Bautista Aguirre Balladares fungieron como anestesiólogo y cirujano respectivamente al intervenir a la presunta víctima.  Agregaron que el Ministro Fiscal Distrital confirmó el 8 de septiembre de 2003 el dictamen fiscal que acusó al Dr. Gustavo Vicente Bernal Encalada como probable responsable del delito de “homicidio inintencional” por incurrir en una mala práctica médica.
12. Sostuvieron que en marzo de 2004, el Juez Décimo Noveno de lo Penal emitió auto de sobreseimiento definitivo de los imputados y provisional del proceso, concluyendo que no existió conducta negligente por parte del acusado dado que la crisis pulmonar ocurrió 30 minutos después de la administración de la anestesia.  Sin embargo, conforme al auto de sobreseimiento, dicho tribunal afirmó que la crisis pulmonar “pudo ser revertida si hubiera sido advertida oportunamente, y que se observa no lo fue por una negligencia y descuido imputable a la administración hospitalaria, que no previó monitorizar a la víctima, ni asignó personal médico, en el área de observación y recuperación” y que “una mejor investigación permitiría establecer la responsabilidad que le alcance a la administración hospitalaria, la cual, debe ser objetivo inmediato y urgente”.
13. Indicaron que la sentencia absolutoria de marzo de 2004 fue impugnada por la madre a través de una apelación, la cual fue declarada improcedente bajo el argumento de no haberse constituido como parte procesal debido a la extemporaneidad de su acusación particular; que contra dicha resolución la madre presentó un recurso de hecho ante la Primera Sala de la Corte Superior de Guayaquil; y que, finalmente, ésta presentó un recurso de casación ante la Corte Suprema de Justicia, la cual declaró el 27 de abril de 2006 que la Primera Sala de la Corte Superior de Guayaquil obró conforme a derecho. Señalaron que el Ministerio Público no apeló el auto de sobreseimiento definitivo de marzo de 2004.
14. En cuanto al requerimiento de agotamiento previo de los recursos internos, alegaron que la petición fue presentada dentro del plazo de seis meses previsto en el artículo 46.1.b de la Convención Americana.  Señalan que para efectos del cumplimiento de este requisito de admisibilidad, el plazo debe contarse a partir de la fecha de la sentencia que dictó la Corte Suprema de Justicia el 27 de abril de 2006.  Asimismo, alegaron que no se configura la fórmula de la “cuarta instancia”, toda vez que el Estado fue incapaz de administrar justicia en el caso de la muerte de un niño por negligencia médica en un hospital público, dejando en la impunidad dicha situación.
15. Los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la violación a los artículos 4 y 19 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, puesto que el personal médico del hospital público no tomó las precauciones elementales para proteger a la presunta víctima, lo cual resultó en su muerte.
16. Argumentaron que el Estado es responsable por la violación de los artículos 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, ya que el Ministerio Público debía haber apelado el auto de sobreseimiento del juez de primera instancia, así como continuar con las investigaciones penales.  Agregaron que el Estado también es responsable dado que las autoridades judiciales rechazaron el recurso de apelación presentado por la madre, en virtud de que, contrariamente a lo resuelto por el juez, ésta se había constituido debidamente como parte procesal en el tiempo previsto para ello.  Sostuvieron que la madre de la presunta víctima presentó su acusación particular antes de la entrada en vigor de las reformas a las leyes procesales penales.  También alegaron que la madre de la presunta víctima fue indebidamente multada por haber presentado el recurso de hecho y haber ejercido su derecho de defensa.
17. Alegaron que el Estado es responsable por la violación del artículo 17 con relación al artículo 1.1 de la Convención Americana, en tanto que las omisiones del Estado que provocaron la muerte de la presunta víctima y las omisiones del Estado en el ámbito judicial, provocaron que los padres y hermanos sufrieran intensamente.

18. Argumentaron que el Estado es responsable por la violación al artículo 24 con relación al artículo 1.1, en tanto que los niños en Ecuador no tienen igual protección ante la ley a diferencia de los adultos, lo cual se desprende de la manera en la que se decidió la causa penal.  Asimismo, los peticionarios alegan que el Estado era responsable por la violación de los artículos 2.1, 2.3, 1.3 y 6.2 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

19. Sostuvieron que no existe una ley específica en el Ecuador que castigue la mala práctica médica, por lo que consideraron que se viola la Convención Americana.  Finalmente, señalan que el Estado violó los artículos 5 y 13 de la Convención Americana en relación con el derecho a un trato humano y el derecho de acceso a la información respectivamente.

B. Posición del Estado

20. El Estado sostuvo que la CIDH no es competente ratione materiae para declarar violaciones a la Convención sobre los Derechos del Niño, por lo que solicita que declare inadmisible la petición por presuntas violaciones a dicho tratado internacional.
21. El Estado alegó que los familiares de la presunta víctima tuvieron a su disposición todos los recursos que la ley ecuatoriana prevé, y sostuvo que garantizó el libre y pleno ejercicio de las garantías judiciales a favor de la presunta víctima y sus familiares, entre ellos, su derecho a la defensa.  Asimismo, argumentó que al estar comprendido dentro de la legislación penal el tipo delictivo de “homicidio inintencional”, existía al momento de los hechos legislación penal para sancionar las “malas prácticas médicas”.

22. Respecto a la investigación penal, indicó que la etapa de instrucción fiscal inició el 29 de noviembre de 2002 y que el agente fiscal emitió el 10 de marzo de 2003 su dictamen, concluyendo que existían indicios suficientes de convicción probatoria necesarios para promover juicio contra el anestesiólogo, Dr. Gustavo Vicente Bernal Encalada, pero no para promover juicio en contra del cirujano, Dr. Juan Bautista Aguirre Balladares.  El Estado alegó que la madre de la presunta víctima presentó acusación particular el 18 de marzo de 2003, ocho días después de que concluyó la instrucción fiscal y de forma posterior al momento que la ley prevé para que un interesado pueda constituirse como parte procesal en el asunto.

23. Señaló que en marzo de 2004 el Juez Decimonoveno de lo Penal del Guayas concluyó que el anestesiólogo, Dr. Gustavo Vicente Bernal Encalada, no incurrió en una “mala práctica médica” y emitió un auto de sobreseimiento definitivo de los imputados y provisional del proceso.  Afirmó que contra dicha sentencia la madre de la presunta víctima presentó recursos de apelación y de hecho. Indicó que al resolverse ambos recursos, los tribunales concluyeron que la madre no se había constituido como parte procesal conforme a las leyes vigentes y finalmente señaló que la Corte Superior de Justicia, al resolver el recurso de casación, concluyó que dichos tribunales habían aplicado correctamente la ley y que las reformas procesales penales vigentes disponían plazos y términos más favorables para las personas procesadas.  Sostuvo que la madre de la presunta víctima perdió su derecho a presentar escritos y recursos como parte del proceso.
24. Argumentó que la decisión que puso fin al proceso penal seguido en contra de los médicos tratantes del menor fue el auto de sobreseimiento definitivo de marzo de 2004, notificado al día siguiente, y alegó que la petición fue exhibida extemporáneamente, dado que fue presentada ante la CIDH el 30 de junio de 2006, excediendo el plazo de seis meses referido en el artículo 46.1.b. de la Convención Americana por dos años y cinco meses.  Sostuvo que los recursos interpuestos posteriormente por la madre de la presunta víctima no fueron idóneos para resolver la situación jurídica, dado que fueron interpuestos en contra de las leyes en materia penal y porque el objeto de éstos era la procedencia de la acusación particular, por lo que su resolución no debía considerarse a efectos de computar el plazo. Argumentó que la madre de la presunta víctima interpuso el recurso idóneo al impulsar el proceso penal.
25. El Estado alegó que los peticionarios solicitaron a la CIDH que ejerza funciones para las cuales no está facultada, dado que ésta no puede funcionar como una “cuarta instancia” o tribunal de alzada. Sostuvo que la obligación de impartir justicia es de medio y no de resultado, de forma que si los tribunales no produjeron un resultado satisfactorio a los intereses de la madre de la presunta víctima, ello no implica que sus decisiones sean arbitrarias. En este sentido, el Estado solicitó a la Comisión que declare inadmisible la petición dado que no hacía referencia a hechos que caracterizaran violaciones a la Convención Americana.
26. Finalmente, el Estado alegó el 26 de septiembre de 2009 que el proceso judicial seguía su curso, comprometiéndose a enviar información sobre el estado de la causa.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
27. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas al niño Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas y a su familia, respecto a quienes el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

28. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado parte en dicho tratado.
29. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.

30. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  La Comisión recuerda a las partes que, pese a no ser competente para declarar violaciones a la Convención sobre los Derechos del Niño, dicho tratado forma parte del corpus juris internacional en materia de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que puede ser considerado a efecto de interpretar la Convención Americana
.
B.
Requisitos de admisibilidad 
1.
Agotamiento de los recursos internos 

31. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
32. En primer término, corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso. La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que:

La función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias. Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo. Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.

33. A efectos de la admisibilidad del presente caso, la Comisión considera que, dado que el Estado reconoció que al momento de los hechos su legislación tipificaba delitos de carácter público para sancionar las “malas prácticas médicas”, éste tenía la obligación de perseguirlo de oficio.  La Comisión considera que los hechos alegados por los peticionarios en el presente caso involucran la presunta vulneración de derechos contenidos en la Convención Americana, que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio y que por lo tanto es el proceso penal, impulsado por el Estado mismo, el que debe ser considerado a los efectos de determinar la admisibilidad del reclamo.
34. La Comisión observa que la madre de la presunta víctima denunció los hechos; que el Ministerio Público inició una causa penal imputando el delito de “homicidio inintencional” al anestesiólogo y al cirujano que atendieron al niño Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas; y que el juez de primera instancia sobreseyó la causa penal respecto al anestesiólogo y al cirujano.  El juez consideró que los dos no tenían responsabilidad penal en relación con la muerte del niño, pero en la misma resolución determinó que la muerte de la presunta víctima pudo haber sido evitada si la administración hospitalaria hubiera asignado personal que monitorizara su recuperación.  Al respecto, según la información aportada por el Estado, el proceso penal sigue pendiente, aunque la Comisión no cuenta con la información sobre medidas específicas llevadas a cabo tras el sobreseimiento.
35. Es decir, el Estado reconoció en 2009 que el proceso penal seguía su curso, sin que posteriormente hubiera enviado información sobre el estado de la causa.  Dichas circunstancias implican un retardo injustificado en los términos del artículo 46.2.c de la Convención Americana. Por lo tanto, los peticionarios deben quedar exceptuados de agotar los recursos internos antes de recurrir al sistema interamericano en búsqueda de protección.
36. Cabe aclarar que el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención Americana.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de la Convención Americana
.
2.
Plazo para presentar una petición ante la Comisión
37. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de una de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

38. En el presente caso, la petición fue recibida el 30 de junio de 2006, los presuntos hechos materia del reclamo iniciaron el 15 de noviembre de 2002 y sus efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Asimismo, el Estado reconoció en 2009 que el proceso penal seguía pendiente. Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada 

39. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados 

40. La CIDH recuerda que en esta etapa de admisibilidad debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como prevé el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo.  El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación.  Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
41. Por otra parte, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  En cambio, corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría concluirse que habría sido violada si los hechos alegados son probados mediante evidencia suficiente y argumentos legales.
42. Las partes en el presente caso sostienen una controversia respecto a la caracterización.  El Estado alega que los hechos del caso no caracterizarían violación a la Convención Americana, toda vez que la CIDH no es un tribunal de alzada y no es competente para revisar los razonamientos de los tribunales en el presente caso, los cuales preservaron todas las garantías judiciales.  Por su parte, los peticionarios alegan que el Estado violó las garantías judiciales y el derecho de acceso a la justicia de la presunta víctima, dado que el Ministerio Público no continuó con las investigaciones conducentes; el Ministerio Público no presentó apelación contra el auto de sobreseimiento del juez penal; y la autoridad judicial rechazó indebidamente su apelación.
43. Frente a los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que las alegaciones respecto a la supuesta denegación de las garantías judiciales y del derecho de acceso a la justicia de los familiares de la presunta víctima, prima facie podrían caracterizar violaciones a los artículos 5, 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, con relación a la falta de investigación efectiva, encaminada al juzgamiento y sanción de los responsables de omitir monitorear el estado de salud de la presunta víctima después de la intervención quirúrgica.
44. La CIDH también encuentra que en el presente caso corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios relativos a la presunta responsabilidad estatal por la muerte del niño Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 4 y 19 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana, dado que el personal médico y administrativo involucrado pertenecía a un hospital público.
45. Asimismo, la CIDH considera que los hechos alegados podrían caracterizar una violación al artículo 13 de la Convención Americana en perjuicio de la madre de la presunta víctima, en virtud de la alegada falta de información sobre el tratamiento médico y, más específicamente, para consentir si su hijo debía o no ser intervenido en el quirófano y serle administrada anestesia general.
46. En consideración de la normatividad aplicada en el presente caso, la Comisión analizará en la etapa de fondo si la legislación del Estado en la época de los hechos permitía investigar adecuadamente una alegada mala práctica médica a fin de sancionar a los responsables, lo cual podría caracterizar una violación a los artículos 8 y 25 en relación con el artículo 2 de la Convención Americana.
47. En virtud de los hechos y alegatos de las partes, la CIDH considera que no podrían caracterizarse violaciones a los artículos 17 y 24 de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES
48. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8, 13, 19 y 25, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
49. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 4, 5, 8, 13, 19 y 25 en conexión con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana.
2. Declarar inadmisible esta petición con relación a los artículos 17 y 24 de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión a las partes.
4. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión.
5. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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